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Ref.: Ponencia para segundo debate al Proyecto de ley número 077 de 2013 Cámara, por la cual se establecen reglas especiales para disolver sociedades, se crea un trámite breve de liquidación y se establecen otras disposiciones.
Respetado señor Presidente:
En cumplimiento del encargo impartido por la Honorable Mesa Directiva de la Comisión Tercera de la Cámara de Representantes nos permitimos rendir ponencia para segundo debate al Proyecto de ley número 077 de 2013 Cámara, por la cual se establecen reglas especiales para disolver sociedades, se crea un trámite breve de liquidación y se establecen otras disposiciones, dentro de los términos de ley.
1. Trámite de la iniciativa
Esta es una iniciativa de origen congresional y fue radicada el 27 de agosto de 2013 ante la Secretaría General de la Cámara de Representantes por los Representantes, Simón Gaviria Muñoz, Alejandro Carlos Chacón, Jaime Rodríguez, Gerardo Tamayo y Carlos Bonilla.
En su trámite, la ponencia para primer debate fue radicada en octubre de este mismo año y discutida y aprobada en la Comisión Tercera el martes 5 de noviembre de 2013, el cual fue aprobado en esa misma fecha luego de ser anunciada en la sesión conjunta de las comisiones económicas Terceras y Cuartas del Congreso de la República el día 30 de octubre.
Este proyecto de ley alcanzó a ser tramitado en tres debates durante las legislaturas del 2011-2012 y 2012-2013, pero lamentablemente no fue discutida en la Plenaria de la Cámara de Representantes a pesar de que estuvo en el orden del día de la misma, desde el comienzo de la última legislatura.
También es necesario advertir que durante el trámite anterior, esta iniciativa fue ampliamente discutida con los gremios, de tal forma que se hicieron sendas reuniones a las que asistieron representantes de la ANDI, la Cámara de Comercio, Fenalco, Asobancaria, entre otras, así como varias entidades del Estado como la Superintendencia de Sociedades, el Instituto de Seguros Sociales, el Ministerio del Trabajo y la DIAN.
2. Competencia
La ponencia para primer debate advierte que ¿El Congreso es competente para promover iniciativas en este sentido de acuerdo con la cláusula general de competencia que le otorga al legislativo la facultad de dictar leyes en todos aquellos asuntos cuya regulación no sea atribuida a otra rama u órgano independiente.
La Corte ha dicho que la llamada cláusula general de competencia ha sido derivada, en el marco de la actual Constitución, y bajo la interpretación de los apartes de los artículos 114 y 150 que expresan que al Congreso le corresponde ¿hacer las leyes¿. ¿De esta manera, se entiende que las funciones del Congreso que se especifican en el artículo 150 de la Constitución no son taxativas sino simplemente enumerativas y que a este órgano le corresponde la responsabilidad de dictar reglas en todas aquellas materias no confiadas a otras esferas estatales. El Congreso sí puede entrar a regular materias que no le han sido específicamente atribuidas por la Constitución¿[1][1].
3. Objeto de la norma y generalidades
Se ha explicado reiteradamente que la propuesta crea un mecanismo alternativo para permitir la disolución y liquidación de sociedades en Colombia que presentan problemas o bloqueos para disolverse y liquidarse debido a que el procedimiento consagrado en el Código de Comercio Colombiano no es expedito. La norma colombiana establece taxativamente las causales de disolución[2][2] y los diferentes procesos de liquidación dependiendo del tipo de sociedad[3][3] que hacen casi imposible terminar una sociedad en nuestro país.
Los asociados se enfrentan no solo a normas inflexibles sino a intolerables e interminables trámites que se deben hacer ante la DIAN como el pago de impuestos y la cancelación del NIT y el RUT; los trámites ante la Cámara de Comercio fundamentalmente la inscripción de la liquidación y la cancelación de la matrícula, los trámites ante notaría para obtener la escritura pública de liquidación y en la Superintendencia de Sociedades, por autorizaciones y aprobaciones de documentos, advierte el texto del proyecto en la exposición de motivos. De igual manera están los los costos de las tarifas, el pago de deudas con los socios y la cancelación de su registro ante la administración de riesgos profesionales, las EPS, los fondos de cesantías y las Cajas de Compensación.
Este proyecto que estudiamos además de simplificar todos estos trámites y de permitir que sociedades comerciales, civiles, sucursales de sociedades extranjeras y empresas unipersonales que no estén sometidas a un proceso o trámite de insolvencia se beneficien de él, también permitirá reducir los costos económicos de transacción dentro de los principios de transparencia.
De igual manera el proyecto dispone de mecanismos jurídicos que previenen los conflictos al interior de las sociedades y que en muchos casos hacen imposible su disolución y liquidación, bajo algunos supuestos fácticos que actualmente no contempla la legislación como: La imposibilidad de conformar el quórum deliberativo necesario para que el máximo órgano social respectivo se reúna; que haya ausencia de pluralidad en la reunión del órgano social que impida la adopción de decisiones; que exista paridad respecto de la decisión para disolver la compañía o, que en los estatutos se hubiere pactado una mayoría decisoria especial para la decisión de liquidación de la compañía, la cual ha sido imposible de obtener.
Con lo anterior se busca que aquellas sociedades que presentan bloqueos, por decisión de sus socios, tengan salidas para terminar la relación sin menoscabo de los socios minoritarios o de aquellos socios que desaparecen sin dejar rastro y que le dejan la carga a otro, quien finalmente no puede sostenerla.
El autor de la iniciativa explicó que en un estudio adelantado por el Departamento Nacional de Planeación sobre simplificación de trámites en el que se consideró solo la liquidación voluntaria encontró mantenimiento ad eternum de empresas disueltas pero no liquidadas.
¿En efecto, la complejidad del proceso y el quiebre en los flujos de información entre entidades hace que las sociedades entren a un proceso disolutorio que no culmina en la liquidación efectiva de la empresa, creando una ficción de empresa que en la práctica no existe pero en la formalidad perdura como unidad productiva vigente. Ello se debe a que muchas sociedades que han quedado en estado de liquidación ante los asociados, no lo han hecho ante terceros, por falta de la debida publicidad que debe dárseles a ciertas causales de disolución (por ejemplo, la disolución por decisión de los asociados Ord. 6° del artículo 218 del Código de Comercio). Dichas sociedades vulneran la prohibición legal y continúan las operaciones de explotación económica comprendidas en su objeto social a pesar de que uno de los efectos de la disolución es precisamente que modifica el objeto social el cual permanece solo para las actividades propias de la liquidación¿[4][4].
4. Contenido del articulado
El texto original puesto a consideración de la Cámara de Representantes contenía 19 artículos distribuidos en tres (3) títulos, pero durante el trámite en la Comisión Tercera se eliminó un artículo y el texto que se considerará en este nuevo articulado tiene tan solo 18 artículos, incluyendo la vigencia.
En todo caso el siguiente es todo el articulado del proyecto:
TÍTULO I
CAPÍTULO I
Artículo 1°. Definiciones.
Artículo 2°. Ámbito de aplicación.
CAPÍTULO II
De la disolución. Toma de decisiones 
para disolverse
Artículo 3°. Convocatoria a la asamblea o junta de socios.
Artículo 4°. Quórum y mayoría decisorias.
Artículo 5°. Reunión de segunda convocatoria.
Artículo 6°. Decisión para disolver en caso de paridad.
Artículo 7°. Retiro del socio accionista.
Artículo 8°. Adquisición de participaciones para evitar la disolución.
Artículo 9°. Representación de participaciones de capital que hacen parte de un proceso de sucesión.
Artículo 10. Regulación del voto en blanco.
Artículo 11. Procedimiento para la liquidación.
Artículo 12. Trámite cuando se presentan objeciones al inventario.
Artículo 13. Responsabilidad solidaria de administradores por no inclusión de pasivos en el inventario.
Artículo 14. Trámite para sociedades, empresas unipersonales y sucursales de sociedad extranjera con activos insuficientes.
CAPÍTULO IV
Otras disposiciones en materia 
de liquidación
Artí culo 15. Terminación de contratos de trabajo.
Artículo 16. Depuración del RUT.
Artículo 17. Sanciones.
Artículo 18.Vigencia.
5. Discusión en la Comisión
El proyecto fue discutido y aprobado el 5 de noviembre de 2013 y durante su trámite se presentó un impedimento por parte del Presidente de la Comisión Tercera, Luis Antonio Serrano Morales, razón por la cual presidió la Representante Nancy Denise Castillo García.
Antes de resolver el impedimento, el Representante Simón Gaviria Muñoz, autor y ponente de la iniciativa pidió la palabra para dejar constancia sobre por qué no era procedente aceptar el impedimento presentado por el representante Serrano ya que de acuerdo con él, la norma no es retroactiva, hace referencia a una propuesta nueva que no afecta el Código de Comercio colombiano y no genera ningún tipo de beneficio personal.
Recordó que todos los colombianos pagamos impuesto de renta, pagamos IVA y no por ello se deben declarar impedido los miembros de las comisiones económicas del Congreso de la República. Aclaró que para gestarse algún tipo de impedimento de los congresistas debe haber un beneficio claro, personal e individual y eso no pasa con este texto.
Aprovechó para explicar que el proyecto de ley busca de alguna manera fomentar la libertad económica en Colombia. Aseguró que muchos colombianos conocen empresas que en un proceso de sucesión, dos hermanos disputan una empresa y crean bloques económicos en los que llevan a la quiebra a la empresa o un mal divorcio donde uno de los cónyuges acaba con parte de la empresa y el otro debe ver impávido ese proceso, porque llegan a una disputa por encima de la lógica económica, pasan al terreno personal y emocional y ese bloque económico con las normas actuales que tenemos acaba con la posibilidad de tener una inversión, acaba con la destrucción del empleo y acaba con la posibilidad e hacer empresa en el país.
Recordó que la gente que tiene algún tipo de vínculo con las Cámaras de Comercio debe saber que hay aproximadamente, entre 20% o 30%, de las empresas registradas están inactivas; también tenemos sociedades que se crearon puntualmente para cumplir con un contrato específico y luego de efectuar la tarea ya no cumplen con el objeto social de la empresa y se transforman casi que en empresas fantasmas.
Gaviria indicó que este proyecto de ley fue considerado por la Comisión Tercera de la Cámara de Representantes por la Comisión que, aunque surtió todo su trámite en el Senado de la República, faltó que fuera considerado en la Plenaria de la Cámara. Este es un proyecto que se estudió con todo el Consejo Gremial del cual forman parte la ANDI, Fenalco, Asobancaria y otros. Es una iniciativa de total consenso que tiene el aval del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, entidad que avala integralmente el texto, excepto el artículo 15 que es una propuesta que tiene que ver con cálculos actuariales en materia pensional. Anunció igualmente que junto con los ponentes Carlos Chacón y Gerardo Tamayo presentaron la proposición respectiva para eliminar el artículo mencionado.
Este proyecto, agregó finalmente Gaviria, que la iniciativa busca sincerarnos en lo que es hacer empresa en Colombia. Advirtió que a mucha gente le da temor formalizarse o crear empresa porque después le queda muy difícil liquidar y disolver la sociedad y este proyecto lo que permite es un trámite expedito, de común acuerdo, de sentido común para liquidar las sociedades en nuestro país.
El texto solucionaría así las disputas legales, problemas o discrepancias que bloquean el libre fluir de los negocios de una empresa y si no se logran por este medio, siempre tienen a la mano el Código de Comercio para que acudan a él, pero cuando haya acuerdo no es necesario someter a los empresarios, microempresarios y familias a procesos expeditos e indeterminados.
Finalmente reiteró que como este es un mecanismo que se está creando, creo que no es procedente el impedimento del doctor Serrano y aprovechó la intervención para pedirles a los integrantes de la Comisión Económica que aprueben el texto para llevarlo nuevamente a consideración de la plenaria.
Se da trámite así al impedimento presentado por el Representante Serrano, el cual fue negado con una votación de 14 por el No y 1 solo voto por el Sí.
Posteriormente se lee el informe de ponencia del Proyecto de ley número 077 de 2013 Cámara y se somete a consideración, el cual fue aprobado por unanimidad.
El Representante León Darío Ramírez Valencia quien advierte que, no siendo muy conocedor del tema pide claridad sobre si la propuesta en estudio permitiría abrir un boquete más para que se conformen sociedades piratas en el tema de la contratación, porque de acuerdo con el Representante Ramírez, en Colombia es común conformar sociedades para hacer un contrato y ocho días después las disuelven.
Frente al interrogante de su colega el Representante Jaime Rodríguez, ponente, aseguró que cuando alguien va a actuar de mala fe no hay ninguna ley que lo detenga. Así mismo afirmó que con este texto no se busca beneficiar a nadie y que precisamente lo que se busca es ayudar a arreglar una serie de situaciones que existen en la actualidad y que en el futuro podrían existir porque en las sociedades se vienen presentando dificultades para disolverse y liquidarse.
Se mostró de acuerdo con el Representante Simón Gaviria en el sentido de que hoy día en Colombia se encuentran una serie de sociedades que no están activas pero que nadie las ha podido disolver o liquidar porque existe un socio y posiblemente el otro ha fallecido u otros que no han querido disolver y liquidar la sociedad pero tampoco ayudan en una solución y con este texto se busca darles la salida a esta problemática.
Luego de esta aclaración se vota el informe de ponencia y la comisión lo aprueba.
El representante Gaviria pide la palabra para reforzar sus argumentos y reiteró que este es un proyecto que busca desentrabar esas sociedades que no han resuelto su situación en ciertos casos, los cuales están taxativamente delimitados en la ley, también busca tener claridad para hacer las cosas, ¿siempre es mejor para los negocios, para el empleo y para la inversión tener claridad en las reglas¿.
Buscamos dijo Gaviria, que un proceso que nos está tomando tres o cuatro años, se adelante en cuestión de dos meses, porque en lapsos tan largos, se afecta el empleo, la empresa y no permite que el capital se pueda reinvertir y aplicar nuevamente en otra sociedad. Estos son activos que dejan de producir.
Pidió a sus colegas diferencias entre esta norma que busca formalizar una situación generalizada y la que tiene que ver con la insolvencia de las sociedades que es tema de quiebra de las empresas, tema que tiene su propia norma.
Una vez hechas estas aclaraciones la presidenta ordena a la secretaría leer todas las preposiciones que se hubieran presentado.
La única proposición es la radicada por los ponentes sobre el artículo 15 cuyo texto es el siguiente:
Proposición
Elimínase el artículo 15 sobre ¿Normalización pensional¿ del Proyecto de ley número 077 de 2013,por la cual se establecen reglas especiales para disolver sociedades y se establecen otras disposiciones.
Cordialmente,
Simón Gaviria Muñoz, Alejandro Carlos Chacón y Gerardo Tamayo Tamayo.
Se somete a consideración de la Comisión el total de los artículos con la proposición y el artículo 19 sobre vigencia y es aprobado por unanimidad.
Se pone a consideración el título y la pregunta de si la comisión quiere que ese proyecto surta su segundo debate y se aprueba por la comisión.
Título del proyecto.
Proyecto de ley número 077 de 2013, por la cual se establecen reglas especiales para disolver sociedades, se crea un trámite breve de liquidación y se establecen otras disposiciones.
El texto final aprobado por la Comisión fue remitido el pasado 19 de noviembre para rendir ponencia en segundo debate ante la Plenaria de la Cámara de Representantes.
6. Proposición
Con las anteriores consideraciones solicitamos a la Plenaria de la Cámara de Representantes dar segundo debate al Proyecto de ley número 077 de 2013, por la cual se establecen reglas especiales para disolver sociedades, se crea un trámite breve de liquidación y se establecen otras disposiciones, con el siguiente texto.
De los señores Congresistas,
Simón Gaviria Muñoz, Alejandro Carlos Chacón,  Jaime Rodríguez Contreras, Gerardo Tamayo Tamayo, Carlos Julio Bonilla, Ponentes.
PROYECTO DE LEY NÚMERO 077 
DE 2013 CÁMARA
por la cual se establecen reglas especiales para disolver sociedades, se crea un trámite breve de liquidación y se establecen otras disposiciones.
El Congreso de Colombia
DECRETA:
TÍTULO I
CAPÍTULO I
Definiciones
Artículo 1°. Definiciones. Para los fines de esta ley se adoptan las siguientes definiciones:
1. Asociados: Socios o accionistas, titulares de acciones, cuotas sociales o partes de interés en la respectiva sociedad.
2. Sociedades que no cuentan con pluralidad para integrar el quórum. Son aquellas sociedades en las que requiriéndose un número plural de asociados para deliberar, el mismo no se obtiene y, en consecuencia, reiteradamente no puede integrarse el máximo órgano social para que considere la decisión de disolverse.
3. Sociedades que cuentan con pluralidad pero no reúnen el quórum para deliberar y decidir. Son aquellas sociedades en las que a pesar de existir un número plural de asociados, reiteradamente no reúnen el porcentaje necesario de capital que les permita deliberar y decidir.
4. Sociedades que cuentan con pluralidad para deliberar pero no con mayoría decisoria. Son aquellas sociedades que requieren una mayoría calificada para la disolución y no pueden tomar la decisión por situaciones de paridad.
5. Sociedades, empresas unipersonales o sucursales de sociedad extranjera inactivas. Son aquellas que se constituyeron o se incorporaron pero que no realizaron actividades en desarrollo de su objeto social o que están incursas en causal de disolución por terminación de la empresa social o por la extinción de la cosa o cosas cuya explotación constituye su objeto.
6. Sociedades, empresas unipersonales o sucursales de sociedad extranjera que pueden atender la totalidad de sus pasivos. Son aquellas cuyos activos les permiten atender en forma rápida y oportuna la totalidad de sus pasivos, bien porque existan acuerdos de pago con la mayoría de los acreedores, o bien porque la mayoría de sus acreedores estén dispuestos a recibir el pago de su obligación en los términos propuestos por la compañía, siempre que se asegure la satisfacción de la totalidad de los acreedores.
7. Sociedades, empresas unipersonales y sucursales de sociedades extranjeras con pasivos y sin activos para cumplir con sus obligaciones. Son aquellas en las que una vez realizado el estado de inventario, el pasivo externo supera el activo y los asociados o la matriz o sociedad extranjera asumen el pago del pasivo o extinguen las obligaciones.
8. Sociedades con procesos judiciales en marcha. Son aquellas que, habiendo pagado la totalidad de su pasivo, tienen a su favor o en contra obligaciones litigiosas que deben garantizar.
TÍTULO II
REGLAS ESPECIALES PARA DISOLVER 
Y LIQUIDAR SOCIEDADES
CAPÍTULO I
Generalidades
Artículo 2°. Ámbito de aplicación. El presente título se aplicará a las sociedades, sucursales de sociedades extranjeras y empresas unipersonales que requieran tomar la decisión de disolverse cuando, de forma reiterada, se presente una cualquiera de las siguientes circunstancias:
1. Exista imposibilidad de conformar el quórum deliberativo necesario para que el máximo órgano social respectivo se reúna, demostrado por reiterados intentos frustrados por lograr su reunión.
2. Ausencia de pluralidad de socios o accionistas representantes de cuotas o acciones en la reunión del órgano social que impida la adopción de decisiones, no obstante estar representada la mayoría de las participaciones sociales.
3. Existencia de paridad respecto de la decisión para disolver la compañía. Se entiende que hay paridad cuando la votación es igualitaria a favor y en contra de la proposición de disolver la sociedad.
Parágrafo 1°. El presente Título se aplicará a las sociedades establecidas en los numerales 5, 6 y 7 del artículo 1° de esta ley, cuyas condiciones económicas le permitan acceder al trámite de liquidación en esta ley establecido.
Igualmente, se aplicará este título para aquellas sociedades en las que uno de los socios o accionistas, hubiere fallecido y no exista representante de las participaciones de capital en el máximo órgano social y como consecuencia de ello, no pudiere conformarse el quórum deliberativo u obtenerse la mayoría decisoria.
Parágrafo 2°. Este procedimiento no se podrá aplicar por parte de sociedades, sucursales de sociedades extranjeras y empresas unipersonales que hayan iniciado un proceso de insolvencia o estén sujetas a las normas de toma de posesión para administrar o liquidar o de liquidación forzosa administrativa.
Parágrafo 3°. Las normas contenidas en el Título I de la presente ley, no derogan las normas vigentes del Código de Comercio, ni de la Ley 222 de 1995, en lo referente al tema de disolución y liquidación de empresas y para todos los efectos debe ser considerado como un trámite alterno para permitir la toma de decisiones de sociedades con bloqueos como los que se enuncian en el artículo 1° de esta ley.
CAPÍTULO II
De la disolución
Toma de decisión para disolverse
Artículo 3°. Convocatoria a la asamblea o junta de socios. El representante legal, el revisor fiscal o la Superintendencia que ejerza supervisión, podrán convocar al máximo órgano social con el objeto de que considere la decisión de disolver la sociedad, cuando quiera que se acredite uno de los casos señalados en esta Ley. Así mismo, la reunión también podrá ser convocada por uno o más asociados representantes del diez por ciento (10%) o más de las participaciones en que se divide el capital social.
La convocatoria deberá hacerse con una antelación no menor a diez (10) días. Su texto deberá incluir expresamente que el objeto de la reunión es considerar la disolución en los términos de esta ley, debiendo aclararse que sí existe paridad, la negativa a disolver implicará el trámite de una negociación de participaciones. Así mismo, la convocatoria deberá cumplir con las formalidades aquí establecidas so pena de que las decisiones sean ineficaces.
Artículo 4°. Quórum y mayoría decisoria. Para efectos de deliberar en este tipo de reuniones, el quórum estará conformado por uno o más asociados representantes de la mayoría absoluta de las participaciones en que se divide el capital social.
Para adoptar la decisión bastará el voto afirmativo de uno o más asociados titulares de la mayoría absoluta de las participaciones presentes o representadas en la respectiva reunión.
Artículo 5°. Reunión de segunda convocatoria. En la reunión de segunda convocatoria podrá deliberar uno o más asociados cualquiera que sea el porcentaje de participaciones presentes o representadas. La decisión de disolver la adoptarán uno o más asociados que configuren la mayoría absoluta de las participaciones presentes o representadas.
Artículo 6°. Decisión para disolver en caso de paridad. Cuando no se pueda tomar la decisión de disolver la sociedad, debido a que sistemáticamente se obtiene el mismo número de votos en sentido afirmativo y negativo; se entenderá que en tal caso los asociados que voten la disolución ofrecen en venta sus participaciones y aquellos que la voten negativamente podrán adquirirlas. Para tal efecto, en la misma reunión, los asociados interesados en la disolución deberán presentar oferta que contenga precio y forma de pago. Los destinatarios de la oferta, en la misma reunión, expresarán su aceptación o rechazo con relación a ella.
Si no existe acuerdo en el precio, los asociados deberán acudir al procedimiento de nombramiento y designación de peritos, contemplado en los artículos 134 a 136 de la Ley 446 de 1998 o la norma que la modifique, adicione o sustituya.
Si los destinatarios de la oferta rechazan el ofrecimiento la sociedad se disolverá.
Artículo 7°. Retiro del socio o accionista. Aceptada la oferta a la cual se refiere el artículo anterior, opera el retiro del asociado que enajenó su participación.
Cuando el retiro comporte una reforma estatutaria, será suficiente para la inscripción en el registro mercantil, el acta donde conste la decisión de vender.
Artículo 8°. Adquisición de participaciones para evitar la disolución. En los eventos previstos en este título, cualquiera de los asociados podrá adquirir participaciones de capital para evitar la disolución de la sociedad; cuando un asociado manifieste su intención de adquirir las participaciones, no habrá lugar a decretar la disolución de la compañía.
El trámite de la negociación de acciones o cuota se regirá por lo dispuesto en el Código de comercio.
Artículo 9°. Representación de participaciones de capital que hacen parte de un proceso de sucesión. En las reuniones del máximo órgano social de las que trata este título, las participaciones de capital estarán representadas así:
a) Por el albacea con tenencia de bienes, o
b) El representante designado por los herederos reconocidos en juicio, o
c) Un heredero que acredite ante el representante legal su calidad de tal, quien asumirá bajo su responsabilidad la representación de la sucesión.
Si varios herederos o quienes tengan vocación hereditaria se presentan a la reunión de la asamblea o junta de socios, deberán designar por mayoría un representante entre ellos, en caso de que ello no fuere posible, las cuotas o acciones no se tomarán en cuenta para efectos del quórum o las decisiones que deban adoptarse.
Artículo 10. Regulación del voto en blanco. Para efectos de determinar la mayoría para la adopción de decisiones de que trata este título, se descontarán los votos en blanco.
CAPÍTULO III
De la liquidación de sociedades
Artículo 11. Procedimiento para la liquidación. Las sociedades de que trata esta ley y en los casos aquí descritos, se sujetarán a las siguientes reglas:
1. El representante legal y el revisor fiscal y en defecto de este, el contador, prepararán un estado de inventario de activos y pasivos y precisarán la forma en que se atenderán los pagos de los pasivos respetando la prelación legal y el tiempo en que se estima deberán quedar satisfechas las obligaciones, según lo haya convenido previamente con todos los acreedores. Esta información deberá ser sometida a la aprobación de los asociados en la reunión convocada para disolver y liquidar la compañía por el trámite en esta ley previsto.
2. En caso de que el representante legal no entregue dicha información, responderá a la sociedad a los asociados y a los terceros por los perjuicios que cause y sin que ello impida adoptar la decisión de disolver.
3. Una vez decretada la disolución, se elaborará el acta que contendrá:
a) La fecha de la convocatoria y la constancia de que se incorporó el tema a tratar en la reunión;
b) Los nombres de los asociados que asistieron o que estuvieron representados, identificando el nombre de su apoderado;
c) La identificación de la forma en que se tomó la decisión, especificando los nombres y el sentido del voto de los integrantes del órgano de dirección social;
d) Al acta se incorporará el estado de inventario presentado para la aprobación del órgano respectivo;
e) Igualmente deberá precisarse el acuerdo al que previamente la sociedad llegó con todos sus acreedores para la atención oportuna de los pasivos a cargo de aquella; y
f) La designación del liquidador.
4. El acta suscrita por presidente y secretario de la reunión, se inscribirá en el registro mercantil dentro de los quince (15) días siguientes para que registre la disolución de la compañía e informe que se someterá al trámite de liquidación previsto en esta ley. A partir de la inscripción, la razón social se adicionará con las palabras ¿en liquidación¿.
5. El acta de disolución y sus anexos será pública y estará a disposición de cualquier interesado en la cámara de comercio del domicilio principal de la sociedad.
6. Una vez se inscriba la disolución, la cámara de comercio dará aviso a la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales (DIAN) y a las autoridades departamentales, municipales, distritales y al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social.
Si transcurridos dos (2) meses desde la fecha del registro del a cta de disolución y liquidación en la cámara de comercio respectiva, no se presenta oposición relacionada con el trámite abreviado o la información contenida en el acta y sus anexos, la cámara de comercio procederá a cancelar la matrícula mercantil, con lo cual se entenderá extinguida la persona jurídica. La DIAN deberá efectuar, así mismo, la cancelación del registro.
Parágrafo. El trámite previsto en este artículo se aplicará a las sociedades, empresas unipersonales y sucursales de sociedades extranjeras inactivas.
Artículo 12. Trámite cuando se presentan objeciones al inventario. Cuando a la cámara de comercio se presenten objeciones relacionadas con el inventario; el objetante presentará dentro de los ocho (8) días siguientes una solicitud de conciliación ante el centro de conciliación y arbitramento de la Superintendencia de sociedades. Si no se presentare la solicitud o la objeción no fuere conciliada, el liquidador deberá cumplir a cabalidad todas las exigencias establecidas en el código de comercio para la liquidación voluntaria de sociedades.
Artículo 13. Responsabilidad solidaria de administradores por no inclusión de pasivos en el inventario. Si se opta por el trámite de liquidación abreviado previsto en esta ley los administradores serán solidariamente responsables por los pasivos que no hubieren quedado incluidos en el inventario y no hubieren sido satisfechos.
Artículo 14. Trámite para sociedades, empresas unipersonales y sucursales de sociedad extranjera con activos insuficientes. Dentro del mes siguiente a la fecha en que sea designado, el liquidador deberá elaborar el estado de inventario. Cuando de esta información resulte que los activos no son suficientes para atender el pago del pasivo externo, deberá convocar a los asociados a fin de que consideren la posibilidad de suministrar los recursos necesarios para la atención de la totalidad de las obligaciones. Si fueren asumidas o extinguidas las obligaciones por parte de los asociados o administradores o la sociedad que incorporó la sucursal, la liquidación se sujetará a los términos de esta ley, en caso contrario, el liquidador deberá ajustar la liquidación a los términos del Código de Comercio para la liquidación voluntaria de sociedades.
CAPÍTULO IV
Otras disposiciones en materia 
de liquidación
Artículo 15. Terminación de contratos de trabajo. En los casos contemplados en esta ley, el empleador deberá solicitar el correspondiente permiso al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social e informar por escrito a sus trabajadores de este hecho. El Ministerio resolverá lo relacionado con el permiso en un plazo de treinta (30) días. Si transcurrido ese término, contado a partir de la presentación de la petición, no se ha notificado la decisión que la resuelva, operará el silencio administrativo positivo. El incumplimiento injustificado de este término hará incurrir al funcionario responsable en causal de mala conducta sancionable con arreglo al régimen disciplinario vigente.
Artículo 16. Depuración del RUT. A partir de la vigencia de la presente ley, la DIAN procederá a cancelar el RUT de las personas naturales o jurídicas que la cámara de comercio respectiva, reporte que han cancelado su matrícula mercantil o han inscrito el documento que contiene la liquidación de la persona jurídica, siempre y cuando estas no tengan obligaciones por ningún concepto a favor de la DIAN o las obligaciones se hayan declarado prescritas.
TÍTULO III
RÉGIMEN SANCIONATORIO APLICABLE POR LA SUPERINTENDENCIA 
DE SOCIEDADES
Artículo 17. Sanciones. La Superintendencia de Sociedades podrá imponer, previa investigación, sanciones y multas, sucesivas o no, a quienes incumplan sus órdenes, la ley o los estatutos, así:
a) Multas hasta por dos mil (2.000) salarios mínimos mensuales legales vigentes al momento de la imposición de la sanción.
b) Multas sucesivas hasta de mil (1.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes, por inobservancia de órdenes o instrucciones mientras permanezca en rebeldía.
c) Remoción de administradores, revisor fiscal o empleados en los casos establecidos en la ley.
d) Prohibición de ejercer el comercio hasta por diez (10) años, contados a partir de la ejecutoria de la sanción.
e) Amonestaciones y sanciones pedagógicas convertibles en multas.
Parágrafo. Para efectos de graduar la multa, la Superintendencia de Sociedades tendrá en cuenta los siguientes criterios:
a) La reincidencia en la comisión de las infracciones.
b) La disposición o no de colaborar con las autoridades competentes.
c) El daño económico que se hubiere causado a la empresa o a sus grupos de interés como consecuencia de la comisión de la infracción.
d) La utilización de medios fraudulentos en la comisión de la infracc ión o cuando se utiliza a una persona interpuesta para ocultarla o encubrir sus efectos.
Artículo 18. Vigencias. Esta ley rige a partir de su sanción y promulgación.
De los señores Congresistas,
Simón Gaviria Muñoz, Alejandro Carlos Chacón,  Jaime Rodríguez Contreras, Gerardo Tamayo Tamayo, Carlos Julio Bonilla, Ponentes.
 
CÁMARA DE REPRESENTANTES 
COMISIÓN TERCERA CONSTITUCIONAL PERMANENTE
ASUNTOS ECONÓMICOS
Bogotá, D. C., 28 de noviembre de 2013. En la fecha se recibió en esta Secretaría la ponencia para segundo debate del Proyecto de ley número 077 de 2013 Cámara, ¿por la cual se establecen reglas especiales para disolver sociedades, se crea un trámite breve de liquidación y se establecen otras disposiciones, y se remite a la Secretaría General de la Corporación para su respectiva publicación en la Gaceta del Congreso, tal y como lo ordena el artículo 156 de la Ley 5ª de 1992.
La Secretaria General,
Elizabeth Martínez Barrera.
Bogotá, D. C., 28 noviembre de 2012
De conformidad con el artículo 165 de la Ley 5ª de 1992. ¿Reglamento del Congreso autorizamos el presente informe¿.
El Presidente,
Luis Antonio Serrano Morales.
La Secretaria General,
Elizabeth Martínez Berrera.
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